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Guadalajara, Jalisco, a nueve de julio de dos mil veintiséis.

El pleno de esta Sala Regional Guadalajara en sesión pública de esta 

fecha determina revocar la sentencia del Tribunal Electoral del 

Estado de Durango, dictada en el expediente TEED-JDC-262/2025 y 

acumulados que ordenó la restitución de diversas partes actoras en 

cargos partidistas, revocó las resoluciones internas relativas a los 

expedientes OJI-Q001-2025 y OJI-Q002-2025, formados con motivo 

de las quejas interpuestas en contra de algunas de las partes hoy 

actoras y ordenó su reposición, conforme a lo siguiente.

Palabras clave: conflicto partidista, falta de exhaustividad, indebida 

motivación, órganos de hecho, reposición de procedimientos de 

queja.  

1 En adelante, juicio de la ciudadanía.
2 J. Cruz Silerio Núñez, Roberto Silerio Núñez, Jacqueline Burciaga García, Gustavo 
Roberto de la Parra Saldaña y Elisa Isabel Vázquez Rosales, a quienes en lo sucesivo se 
les denominará partes actoras, accionantes, promoventes o quienes promueven, de 
manera indistinta.
3 En adelante, autoridad responsable, Tribunal responsable, Tribunal local, indistintamente. 
4 Con la colaboración de Mauricio Germán Ambríz Hernández y Simón Alberto Garcés 
Gutiérrez. 
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A N T E C E D E N T E S

Del escrito de la demanda y de las constancias que integran el 

expediente se advierte:

1. Registro partido político estatal. El quince de abril de dos mil 

veinticuatro, la Asociación Civil denominada “Sociedad Construyendo 

un Nuevo Durango,” obtuvo su registro ante el Instituto Electoral y de 

Participación Ciudadana de Durango5 para constituirse como Partido 

Político Estatal de nombre “Renovación,” quedando integrado su 

Comité Directivo Estatal,6 de la siguiente manera.

Cargo Nombre Género
Presidenta Marisol Varela Barrera Mujer

Secretario General Cruz Silerio Núñez Hombre
Secretaria de Finanzas y Administración Berenice Dávila Tovar Mujer

Secretaria de Gestión Social Jacqueline Burciaga 
García Mujer

Secretario de Asuntos Rurales y 
Migratorios Roberto Silerio Núñez Hombre

2. Convocatoria a la sesión extraordinaria del Consejo Estatal y 
sesión extraordinaria. El veintidós de enero de dos mil veinticinco, 

la Secretaria y la Vicepresidenta, ambas de la Mesa Directiva del 

Consejo Estatal del Partido Renovación,7 emitieron la convocatoria 

respectiva a efecto de llevar a cabo la sesión extraordinaria.

Por ello, el veintiséis de enero posterior, se llevó a cabo la sesión 

extraordinaria del Consejo Estatal del partido local, en la cual, a 

propuesta de la presidenta del CDE, se nombró a Gustavo Rosales 

Prado, a Keren Hapuc Martínez Campa y a Oliver Israel de la Cruz 

Reyes, como integrantes del Órgano de Justicia Intrapartidaria8.

3. Queja expediente OJI/Q001/2025. Con fecha uno de septiembre 

5 En adelante IEPC, Instituto local, las cuales serán utilizadas de manera indistinta.
6 En adelante CDE
7 En adelante Mesa Directiva, o Consejo Estatal.
8 En adelante OJI.
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del año anterior, la Presidenta del CDE, presentó ante el OJI, una 

queja en contra de J. Cruz Silerio Núñez, Roberto Silerio Núñez y José 

César Cervantes Jiménez, quienes en ese momento ostentaban los 

cargos de Secretario General, Secretario de Asuntos Rurales y 

Migración, y Secretario de Organización y Asuntos Electorales, 

respectivamente, del CDE, la cual fue resuelta el diecinueve de 

septiembre siguiente.

4. Convocatoria a la sesión extraordinaria número tres del 
Consejo Estatal y a la sesión extraordinaria 3 del Consejo Estatal 
partidario. El veintidós de septiembre siguiente, la Presidenta, la 

Secretaria de Finanzas, la Secretaria de Gestión Social, la Secretaria 

de Asuntos de la Mujer y la Secretaria Juvenil, todas del CDE, 

emitieron convocatoria a efecto de celebrar la sesión extraordinaria 

número tres del Consejo Estatal.

En razón de lo anterior, el veintiséis de septiembre se llevó a cabo la 

sesión extraordinaria del Consejo Estatal, en la cual se aprobó la 

modificación en la integración del CDE, consistente en la remoción y 

designación de las personas titulares de la Secretaría General, así 

como de las Secretarías de Organización y Asuntos Electorales, y de 

Asuntos Rurales y Migración, quedando de la siguiente manera:

CDE Integración antes de la modificación
No. Cargo Persona removida Persona designada
1 Secretaría 

General
J. Cruz Silerio Núñez Marisa María Campa 

Rojas
2 Secretaría de 

Asuntos Rurales 
y Migratorios

Roberto Silerio Núñez Érika Ontiveros Luna

3 Secretaría de 
Organización y 
Asuntos 
Electorales

José César Cervantes 
Jiménez

Sergio Martínez 
Campa

El CDE quedó integrado de la siguiente forma:

No. Cargo Nombre
1 Presidencia Estatal Marisol Varela Barrera
2 Secretaría General Estatal Marisa María Campa 
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Rojas
3 Secretaría de Organización y Asuntos 

Electorales
Sergio Martínez Campa

4 Secretaría de Gestión Social Jacqueline Burciaga 
García

5 Secretaría de Finanzas y 
Administración

Luisa María Galindo 
Hernández

6 Secretaría de Asuntos de la Mujer Paola de la Cruz Duarte 
Meza

7 Secretaría Juvenil Jhovana Consuelo 
Galindo Hernández

8 Secretaría de Asuntos Rurales y 
Migratorios

Érika Ontiveros Luna

5. Notificación de la modificación en la integración al IEPC. 
Mediante oficios de fechas veintinueve de septiembre y uno de 

octubre de dos mil veinticinco, la presidenta del CDE informó al IEPC 

sobre las modificaciones a la integración del CDE, en virtud de los 

acuerdos tomados en la sesión extraordinaria número tres del 

Consejo Estatal.

6. Convocatoria a la sesión extraordinaria número uno del 
Consejo Estatal y sesión extraordinaria del Consejo Estatal. El 

quince de octubre del mismo año, quien se ostentó como presidente 

de la Mesa Directiva emitió la convocatoria a la sesión extraordinaria 

del Consejo Estatal, para celebrarse con fecha dieciocho de octubre 

de ese año.

Por ello, en sesión extraordinaria número uno del Consejo Estatal, 

celebrada el dieciocho de octubre, se aprobó una conformación del 

CDE del citado instituto político, la cual fue distinta a la elegida en la 

sesión extraordinaria número tres, quedando de la siguiente manera.

No. Cargo Nombre
1 Presidencia Estatal María Guadalupe Silerio 

Núñez
2 Secretaría General Estatal J. Cruz Silerio Núñez
3 Secretaría de Finanzas y 

Administración 
Janeth Sánchez 
Mondragón

4 Secretaría de Asuntos de la Mujer Elisa Isabel Vázquez 
Rosales

5 Secretaría Juvenil Ulises Aguilera García
6 Secretaría de Organización y Asuntos 

Electorales 
José César Cervantes 
Jiménez

7 Secretaría de Asuntos Rurales y Roberto Silerio Núñez
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Migratorios 
8 Secretaría de Gestión Social Jacqueline Burciaga 

García

7. Juicio ciudadano local TEED-JDC-262/2025. Inconformes con las 

remociones y designaciones realizadas por el Consejo Estatal, 

derivadas de la celebración de la sesión extraordinaria número tres, 

J. Cruz Silerio Núñez, José César Cervantes Jiménez, Roberto Silerio 

Núñez y Jacqueline Burciaga García promovieron juicio de la 

ciudadanía, conocimiento del Tribunal local.

8. Emisión de diverso acto del Instituto local. Con fecha cuatro de 

noviembre de dos mil veinticinco, la Secretaria Ejecutiva del IEPC dio 

respuesta a los diversos oficios suscritos por la ciudadana María 

Guadalupe Silerio Núñez, así como a los diversos signados por el 

ciudadano Gustavo Roberto de la Parra Saldaña, mediante los cuáles 

formularon diversas solicitudes y cuestionamientos a dicho instituto, 

vinculados con la integración del CDE del Partido Renovación y su 

representación ante el Consejo General, la convocatoria de dicha 

representación a las sesiones del máximo órgano de dirección del 

IEPC, y cuestiones atinentes al financiamiento público de dicho ente 

político.

9. Juicios ciudadanos locales TEED-JDC-269/2026 y TEED-JDC-
267/2025. El cinco de noviembre, María Guadalupe Silerio Núñez, 

Gustavo Roberto de la Parra Saldaña y José Alfredo Alba Delfín, 

ostentándose como representante legal y presidenta del CDE, 

promovieron juicio ciudadano ante el IEPC, a efecto de controvertir la 

falta de convocatoria a sesión extraordinaria urgente número 

veintinueve, celebrada en fecha uno de noviembre (TEED-JDC-

269/2026).

Asimismo, en contra de los oficios de respuesta a sus planteamientos 

relacionados con el registro de la sesión de dieciocho de octubre de 

dos mil veinticinco, María Guadalupe Silerio Núñez y Gustavo Roberto 
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de la Parra Saldaña, interpusieron demanda de juicio ciudadano ante 

el IEPC, con fecha once de noviembre (TEED-JDC-267/2025).

10. Queja intrapartidista OJI/Q002/2025. Con fecha dieciocho de 

noviembre del año pasado, quien ostenta la presidencia del CDE, 

presentó ante el OJI, una queja en contra de Jacqueline Burciaga 

García, quien en ese momento ostentaba el cargo de Secretaria de 

Gestión Social del CDE, la cual fue resuelta por el OJI el doce de 

marzo de la presente anualidad.

11. Resolución de los juicios ciudadanos locales. Mediante 

resoluciones de diecisiete de diciembre de dos mil veinticinco, el 

Tribunal responsable resolvió el juicio de la ciudadanía local TEED-

JDC-262/2025 en el sentido de confirmar las remociones y 

designaciones de los integrantes del Comité Directivo Estatal del 

Partido Renovación, realizadas en la sesión extraordinaria tres del 

Consejo Estatal de dicho instituto político; en ese sentido, como 

consecuencia de lo anterior, igualmente confirmó los actos 

reclamados en los juicios TEED-JDC-267/2025 y TEED-JDC-

269/2025.

12. Juicio de la ciudadanía federal SG-JDC-3/2026. Inconformes 

con las resoluciones locales mencionadas, diversas partes actoras 

promovieron juicio de la ciudadanía federal que se radicó con la clave 

de expediente SG-JDC-3/2026, y fue resuelto el seis de febrero 

posterior en el sentido de revocar las resoluciones impugnadas para

el efecto de que se emitiera una nueva en la que, entre otras cosas, 

se analizaran de manera integral y exhaustiva los hechos 

controvertidos, las constancias allegadas, así como los 

planteamientos formulados por las partes ahí actoras. 

13. Segunda resolución de los juicios de la ciudadanía locales 
TEED-JDC-262/2025, TEED-JDC-267/2025 y TEED-JDC-269/2025. 
El veintisiete de marzo pasado, el Tribunal local emitió una nueva 

resolución en cumplimiento a lo determinado en la sentencia del 
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expediente SG-JDC-3/2026.

En esa resolución, acumuló los juicios y determinó la nulidad de las 

convocatorias emitidas por el Partido Estatal Renovación, respecto de 

la sesión extraordinaria número tres del Consejo Estatal de dicho 

partido político de veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco, así 

como la sesión extraordinaria número uno de dieciocho de octubre 

posterior, y dejó sin efectos todos los actos emanados de dichas 

convocatorias, entre los cuáles se encuentran las remociones y 

designaciones de diversos integrantes del CDE.

14. Juicio de la ciudadanía federal SG-JDC-836/2026 y 
acumulados. Con motivo de lo anterior, se promovieron diversos 

juicios de la ciudadanía federal y de revisión constitucional electoral, 

a los cuales se les asignó las claves de expedientes SG-JDC-

836/2026, SG-JDC-841/2026, SG-JDC-842/2026, SG-JRC-9/2026 y 

SG-JRC-10/2026.

El veintinueve de abril, esta Sala Regional dictó sentencia en tales 

medios de impugnación, en la que determinó revocar la resolución 

impugnada, para que se requiriera al Instituto local y al Partido Estatal 

Renovación, la información relativa a la constitución del órgano de 

justicia intrapartidaria, su integración, así como de la existencia de un 

procedimiento contra las partes actoras del juicio estatal, entre otras 

cuestiones. 

15. Acuerdo plenario de reencauzamiento del expediente SG-
JDC-844/2026. El veinticuatro de abril pasado, esta Sala Regional 

determinó reencauzar el expediente de mérito al Tribunal local, 

formado con motivo del juicio de la ciudadanía federal presentado por 

María Guadalupe Silerio Núñez, J. Cruz Silerio Núñez, Roberto Silerio 

Núñez, Jacqueline Burciaga García, Gustavo Roberto de la Parra 

Saldaña y Elisa Isabel Vázquez Rosales, a fin de controvertir el acta 

de veintiséis de enero de dos mil veinticinco, mediante la cual se 
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constituyó el OJI, así como el procedimiento de queja OJI-Q001-2025.

16. Tercera resolución de los juicios de la ciudadanía locales 
TEED-JDC-262/2025, TEED-JDC-267/2025 y TEED-JDC-269/2025, 
e integración del TEED-JDC-13/2026 (Acto impugnado). En 

cumplimiento a lo ordenado en la sentencia del expediente SG-JDC-

836/2026 y con motivo de la promoción del juicio de la ciudadanía 

local TEED-JDC-13/2026 (formado con motivo del reencauzamiento 

del expediente SG-JDC-844/2026), el veintiséis de mayo, el Tribunal 

responsable emitió resolución en la cual, entre otras cuestiones, 

revocó resoluciones del OJI, vinculó a su cumplimiento, restituyó a las 

partes actoras que habían sido destituidas en sesión de veintiséis de 

septiembre de dos mil veinticinco, además de ordenar al citado órgano 

partidista la reposición de los procedimientos de queja instaurados en 

contra de ellas.  

17. Juicio de la ciudadanía SG-JDC-861/2026. En desacuerdo con 

la última resolución dictada en el expediente TEED-JDC-262/2025 y 

acumulados, las aquí partes actoras promovieron juicio de la 

ciudadanía ante la autoridad responsable.

Una vez recibidas las constancias, por acuerdo de la Magistrada 

Presidenta de esta Sala Regional se determinó registrar el expediente 

con clave SG-JDC-861/2026 y mediante el sistema de turno aleatorio 

lo remitió a la Ponencia de la Magistrada Irina Graciela Cervantes 

Bravo para su sustanciación.

18. Radicación y reserva de medidas cautelares. Mediante 

acuerdo, la Magistrada Instructora, entre otras cuestiones, radicó el 

expediente en su ponencia y determinó reservar al Pleno de este 

órgano jurisdiccional la solicitud de medidas cautelares de las partes 

actoras.

19. Acuerdo plenario de improcedencia de otorgamiento de 
medida cautelar. El once de junio, el pleno de esta Sala emitió 
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acuerdo mediante el cual determinó declarar improcedente la medida 

cautelar solicitada por las partes actoras.

20. Escrito de comparecencia amicus curiae (amigos del 
tribunal). El quince de junio presentaron escrito diversas personas 

quienes se ostentan como personas integrantes del Órgano de 

Justicia Intrapartidaria del Partido Estatal Renovación, y que 

pretenden comparecer bajo la figura de “amicus curiae”, además de 

aportar diversa documentación.

21. Sustanciación. En su oportunidad, mediante diversos acuerdos, 

se radicó la demanda, se admitió y finalmente se declaró cerrada la 

instrucción, quedando el estudio en estado de resolución.

22. Presentación de pruebas, determinación plenaria. El nueve de 

julio, a las once horas con ocho minutos, quien se ostenta como 

Presidenta del CDE del Partido Renovación y compareció como parte 

tercera interesada, presentó diversas constancias que solicitó fueran 

tomadas en cuenta previo a la resolución del expediente. 

Toda vez que dichos documentos podrían constituir pruebas 

supervenientes o no, el Pleno las tuvo por recibidas y determinó que, 

sin mayor trámite, se realizara el pronunciamiento respectivo en la 

sentencia de fondo del presente asunto. 

R A Z O N E S   Y   F U N D A M E N T O S 

PRIMERA. Jurisdicción y competencia. Esta Sala Regional 

Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

ejerce jurisdicción y es competente para conocer y resolver el 

presente asunto, por tratarse de un juicio de la ciudadanía promovido 

por varias personas a fin de impugnar del Tribunal Electoral del Estado 

de Durango la sentencia de veintiséis de mayo pasado, dictada en el 

expediente TEED-JDC-262/2025 y acumulados que, entre otras 
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cuestiones, revocó resoluciones partidistas relacionadas con un 

conflicto interno del Partido Estatal Renovación y ordenó la reposición 

de los procedimientos de queja; hipótesis que es competencia de esta 

Sala Regional, aunado a que la entidad federativa pertenece a la 

primera circunscripción plurinominal en donde esta Sala ejerce 

jurisdicción.

Lo anterior, con fundamento en la normativa siguiente:

 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 

artículos 41, párrafo tercero, base VI; 94, párrafo primero; y, 99, 

párrafo cuarto, fracción V.

 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación: artículos 1, 

fracción II; 251; 252; 253, fracción IV; 260, párrafo primero; 263, 

párrafo primero, fracción IV, inciso d); y 267, fracciones III y XV.

 Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral (Ley de Medios): artículos 3, párrafos 1 y 2 inciso c); 79, 

párrafo 1; 80 párrafo 1, inciso g); y, 83, párrafo 1.

 Acuerdo INE/CG130/2023. Acuerdo del Consejo General del 

Instituto Nacional Electoral, por el que se aprueba la demarcación 

territorial de las cinco circunscripciones electorales plurinominales 

federales en que se divide el país y la capital de la entidad 

federativa que será cabecera de cada una de ellas, a propuesta de 

la Junta General Ejecutiva.9

 Acuerdo General 3/2020 de la Sala Superior, por el que se 

implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la 

Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se 

dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de 

los medios de impugnación en materia electoral.

 Acuerdo General 2/2023 de la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, que regula las 

9 Publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintinueve de marzo de dos mil 
veintitrés.
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sesiones de las Salas del Tribunal y el uso de herramientas 

digitales.

SEGUNDA. Análisis del escrito presentado como Amigos del 
Tribunal. El quince de junio pasado se presentó escrito suscrito por 

Olga Candelaria Hernández Acevedo, Francisco Saucedo Alvarado y 

María de la Luz Martínez García, quienes se ostentan como 

integrantes del OJI, constituido en sesión extraordinaria 1 de 

veintiocho de febrero del presente año, del Partido Estatal 

Renovación, y pretenden comparecer al presente asunto bajo la figura 

de “amicus curiae” (amigos del tribunal). 

Esta Sala Regional determina improcedente reconocer la calidad de 

amigos del tribunal a los comparecientes.

La Sala Superior de este Tribunal ha considerado que, en los medios 

de impugnación es posible la intervención de terceros mediante 

amicus curiae,10 a fin de contar con elementos para un análisis 

integral, siempre que: i) se presenten antes de la resolución del 

asunto; ii) por persona ajena al proceso, y iii) tenga únicamente la 

finalidad de aumentar el conocimiento del juzgador mediante 

razonamientos o información científica y jurídica pertinente para 

resolver.

En el caso, quienes acuden en calidad de amigos de la corte 

presentan un escrito que no cumple los requisitos de admisibilidad, 

toda vez que se trata de personas que aducen integrar el Órgano de 

Justicia Intrapartidaria del Partido Estatal Renovación, la cual es una 

autoridad partidista que se encuentra estrechamente vinculada al 

litigio del presente juicio, puesto que al OJI le corresponde tramitar y 

resolver las quejas interpuestas en contra de las personas ahora 

actoras.

10 Véase la tesis de jurisprudencia 8/2018, de rubro: “AMICUS CURIAE. ES ADMISIBLE 
EN LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL”.
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Por ello, se estima que su pretensión no es aumentar el conocimiento 

de este tribunal sobre aspectos especializados, sino influir en su 

criterio en un sentido específico en relación con la legalidad del acto 

impugnado, razón que se estima suficiente para no tenerles por 

reconocido el carácter con el que pretenden comparecer. 

TERCERA. Parte tercera interesada. Marisol Varela Barrera 

presentó escrito mediante el cual pretende comparecer como parte 

tercera interesada en el presente juicio, ostentándose como 

Presidenta del Comité Directivo Estatal del Partido Estatal 

Renovación.

En el escrito de la compareciente se manifiesta un derecho 

incompatible con la pretensión de las partes actoras y cumple con los 

requisitos del artículo 17, párrafo 4, de la Ley de Medios. 

Ello, toda vez que se hace constar el nombre y firma de quien 

comparece, así como las razones del interés jurídico en que fundan 

su pretensión incompatible con la de las partes actoras, ya que su 

intención es que subsista el sentido de la resolución aquí impugnada 

y que se encuentra controvertida por las partes actoras. 

De igual forma, el escrito de mérito fue presentado oportunamente, ya 

que se recibió ante la autoridad responsable dentro del plazo de 

setenta y dos horas que marca el artículo 17, párrafo 1, de la Ley de 

Medios.

Esto es así, pues la publicitación de la demanda se llevó a cabo de 

las diez horas del dos de junio, a las diez horas del cinco siguiente11, 

mientras que el escrito de comparecencia fue presentado el cinco de 

junio a las nueve horas con cuatro minutos, por lo que resulta evidente 

que su presentación fue oportuna. 

11 Tal como se advierte de las cédulas de publicación y retiro del medio de impugnación, 
visibles a fojas 616 y 621 del expediente principal SG-JDC-861/2026.
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CUARTA. Causales de improcedencia. En el escrito de 

comparecencia, Marisol Varela Barrera hace valer como causal de 

improcedencia la falta de interés jurídico y legitimación de quienes 

promueven, así como la extemporaneidad en el reclamo de las partes 

actoras sobre la integración del OJI.

Lo anterior, toda vez que, a su decir, el IEPC negó formalmente el 

registro y validación de la reunión donde las partes actoras resultaron 

electas como integrantes de CDE, por ello estima que carecen de 

interés jurídico real para acudir a juicio.

Sostiene que al haber quedado acreditado que cuatro de las ahora 

promoventes carecen de afiliación vigente y, por tanto, no cuentan con 

legitimación para promover el presente medio de impugnación.

Por último, manifiesta que el OJI quedó integrado formalmente en 

enero de dos mil veinticinco, cuestión que no fue impugnada por las 

partes actoras y, por tanto, sus reclamos en el tema resultan 

extemporáneos.

Esta Sala Regional determina desestimar las causales de 

improcedencia invocadas, toda vez que el análisis relativo a la 

asamblea que menciona la compareciente, así como la integración 

formal y las resoluciones del OJI, de donde se desprende la situación 

jurídica de las personas ahora partes actoras, están estrechamente 

vinculadas con la materia de impugnación que envuelve al presente 

juicio.     

Al respecto, resulta orientador el criterio de la jurisprudencia P./J. 

135/2001 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de rubro: 
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA 
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CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, 
DEBERÁ DESESTIMARSE”12

Asimismo, se desestiman los argumentos mediante los cuales 

esgrime la falta de legitimación e interés jurídico de las partes actoras, 

puesto que las hace depender de cuestiones que forman parte de la 

controversia y, por el contrario, esta Sala Regional estima que dichos 

requisitos se cumplen toda vez que se trata de personas que fueron 

partes actoras en los juicios que originaron la emisión del acto aquí 

impugnado y estiman que esa determinación es contraria a sus 

intereses, con lo cual se tienen por solventados la legitimación e 

interés jurídico.

QUINTA. Requisitos de procedencia. En el juicio en estudio, se 

cumplen los requisitos de procedencia previstos en los artículos 7; 8; 

9, párrafo 1; 79, párrafo 1 y 80 de la Ley de Medios, como a 

continuación se demuestra.

a) Forma. Se tiene por satisfecho este requisito de forma, toda vez 

que del escrito de demanda se aprecia que consta el nombre y la firma 

autógrafa de quienes promueven, fue presentado ante la autoridad 

responsable, además de que se identifican los hechos y los agravios 

que, en concepto de las partes actoras, les causan perjuicio.

b) Oportunidad. El medio de impugnación fue promovido 

oportunamente, toda vez que la resolución impugnada fue aprobada 

por la autoridad responsable el veintiséis de mayo y se notificó ese 

mismo día. En consecuencia, al haberse presentado la demanda el 

día uno de junio, se advierte que fue interpuesta dentro del plazo 

previsto por la ley.

Ello sin tomar en cuenta los días treinta y treinta y uno de mayo 

(sábado y domingo), toda vez que corresponden a días inhábiles y el 

12 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XV, enero de 2002 (dos mil dos), Materia Común, página 5, registro: 187973.
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presente asunto no guarda relación con algún proceso electoral de la 

entidad. 

c) Legitimación e interés jurídico. Como se indicó al responder las 

causas de improcedencia, las partes actoras cuentan con legitimación 

e interés jurídico para promover el presente juicio, toda vez que se 

trata de personas ciudadanas que demandan, por derecho propio, la 

sentencia del Tribunal Electoral del Estado de Durango que, entre 

otras cuestiones, revocó resoluciones partidistas relacionadas con un 

conflicto interno del Partido Estatal Renovación, en la que figuraron 

como partes actoras y aducen afecta sus derechos.

d) Definitividad y firmeza. Se estiman satisfechos los requisitos de 

procedencia en cuestión, toda vez que del análisis de la normativa 

local es posible concluir que no existe otro medio de defensa que deba 

agotarse previamente a acudir a esta instancia federal.

En consecuencia, al estar colmados los requisitos de procedencia del 

medio de impugnación que se resuelve, y toda vez que no se actualiza 

alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas 

en la Ley de Medios, lo conducente es analizar la demanda 

correspondiente.

SEXTA. Pruebas supervenientes. El quince de junio las personas 

promoventes presentaron ante la Oficialía de Partes de esta Sala 

Regional un escrito por el cual realizaron diversas manifestaciones, 

anexando diversas pruebas documentales que estiman deben 

considerarse como supervenientes.

Conforme a los artículos 9, numeral 1, inciso f); y 16, numeral 4, de la 

Ley de Medios, las pruebas deben acompañarse al escrito inicial, 

salvo que tengan un carácter de supervenientes, entendidas éstas 

como las surgidas después del plazo legal o las que el oferente no 
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pudo aportar por causas ajenas a su voluntad y cuyo surgimiento 

posterior no dependa de él.

A fin de determinar la procedencia o improcedencia de las pruebas 

aportadas por la parte actora, esta Sala Regional procederá a 

analizarlas.

Las partes promoventes presentaron como pruebas:

1. Copia certificada de un acuerdo dictado el diez de junio pasado por 

la Magistrada instructora Blanca Yadira Maldonado y su cédula de 

notificación practicada a María Guadalupe Silerio Núñez. Del 

contenido de dicho acuerdo se desprende que se trata de un 

requerimiento efectuado a las partes actoras, relacionado con el 

cumplimiento de la sentencia del Tribunal local dentro del expediente 

TEED-JDC-262/2025 y acumulados.

2. Un escrito signado por las partes actoras, con acuse de recepción 

del Tribunal local de fecha once de junio pasado, mediante el cual 

desahogan el requerimiento mencionado en el punto que antecede y 

realizan manifestaciones. 

3. Un escrito con acuse de recepción de fecha once de junio del 

presente año, por el que, entre otras cuestiones, refieren que 

designan domicilio procesal ante el OJI en cumplimiento a la 

resolución del Tribunal local TEED-JDC-262/2025 y acumulados y;

4. Dos copias simples de un escrito signado por Cruz Silerio Núñez y 

Roberto Silerio, por el que refieren que se presentaron en el domicilio 

físico del OJI y se encontraba cerrado, acompañando una memoria 

USB, que contiene una videograbación. 

Al respecto, esta Sala Regional considera que, si bien dichos 

documentos se generaron con posterioridad a la presentación de la 

demanda, se aprecia que no guardan relación directa con la 
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controversia del presente medio de impugnación, ya que se trata de 

constancias y actos directamente vinculados con el cumplimiento de 

la sentencia del Tribunal local con clave de expediente TEED-JDC-

262/2025 y acumulados.

Por lo que, las afectaciones que pudieran surgir respecto de esos 

actos no forman parte de la litis que aquí se resuelve, la cual radica 

en la revisión y legalidad de la sentencia del Tribunal local impugnada.

En tal sentido, se concluye que su admisión es improcedente. 

Por otra parte, se realiza el estudio de las probanzas recibidas el 
nueve de julio, presentadas por la parte tercera interesada, las 

cuales, si bien fueron recibidas con posterioridad al cierre de 

instrucción, se considera pertinente su examen al estar relacionadas 

con la materia de la presente impugnación. 

Dichas constancias consisten en la certificación de lo siguiente: 

1. Un acta de sesión ordinaria del Consejo Estatal del Partido 

Renovación de veinticuatro de junio de dos mil veintiséis, que 

refiere el desahogo de un punto de la orden del día relacionado 

con la ratificación de la integración y convalidación de actos del 

OJI que indica fue nombrado en sesión de veintiséis de enero 

de dos mil veinticinco.

2. Acta circunstanciada de cierre de guardia y omisión de 

señalamiento de domicilio, de treinta de mayo del presente año. 

3. Resoluciones de dos procedimientos de queja ante dicho 

órgano contra diversas personas integrantes de la presente 

cadena impugnativa, cuya reposición fue ordenada por el 

Tribunal responsable en la sentencia impugnada, de once de 

junio.
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4. Acta de cierre de guardia de cómputo de plazo y no 

interposición de medio de impugnación y retiro físico de 

resoluciones de queja, de dieciocho de junio.  

Como se adelantó, se considera que las probanzas marcadas con los 

numerales 1, 3 y 4, reúnen el carácter de supervenientes, toda vez 

que surgieron con posterioridad a la presentación del escrito de 

comparecencia, sin que sea óbice para ello que la parte oferente 

hubiese participado en la generación de los identificados como 1 y 4, 

puesto que, finalmente, dicha circunstancia deriva de su presunta 

pertenencia al órgano colegiado que llevó a cabo los actos que ahí se 

consignaron, por lo que procede su admisión para ser tomados en 

cuenta al momento de resolver el presente asunto.

Sin que sea dable admitir como superveniente la probanza 

establecida en el punto 2, toda vez que tal documento es de treinta de 

mayo del presente año, mientras que el escrito de comparecencia fue 

presentado el cinco de junio posterior, por lo que no se acredita su 

inexistencia, ni se refiere alguna imposibilidad para haberla podido 

acompañar oportunamente. 

SÉPTIMA. Estudio de fondo. En el presente apartado, se llevará a 

cabo el estudio de los motivos de inconformidad planteados por las 

partes actoras. 

En ese sentido, el análisis correspondiente podrá realizarse en un 

orden distinto al establecido en su escrito de demanda y de forma 

individual o conjunta, dependiendo de la relación que guarden entre 

sí, cuestión que no les irroga perjuicio a las partes actoras, pues lo 

importante es que todos ellos sean estudiados.13 

13 Lo anterior, con base en lo establecido en la Jurisprudencia 4/2000 de rubro: 
“AGRAVIOS, SU EXAMEN EN CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN”, 
consultable en la liga electrónica oficial 
https://www.te.gob.mx/iuse_old2025/front/compilacion.
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Así, a fin de tener una mejor comprensión del asunto, se presenta una 

breve introducción contextual. 

Contexto

Del análisis de los expedientes de mérito, se aprecia que la 

controversia sometida a esta jurisdicción tiene como origen un 

conflicto interno en el Partido Renovación.

En tal controversia se encuentran involucrados dos grupos 

antagónicos, que estiman que les asiste el derecho para determinar 

la integración de los órganos de dirección y representación, los cuales 

llevaron a cabo diversos actos y sesiones para tales efectos.

En ese sentido, es necesario acotar que la controversia se originó con 

la destitución de diversas partes actoras primigenias del CDE del 

partido a través de un proceso de queja partidaria identificado como 

OJI/Q001/2025, dictado por el OJI el diecinueve de septiembre de dos 

mil veinticinco, y el posterior dictado de una diversa resolución en la 

queja OJI/Q002/2025.

Con motivo de lo resuelto en la determinación partidaria del 

OJI/Q001/2025, se convocó al Consejo Estatal para que nombrara a 

las personas que deberían cubrir las vacantes.

Así las cosas, el Consejo Estatal se reunió el veintiséis de septiembre 

de dos mil veinticinco para celebrar la tercera sesión extraordinaria en 

la que, entre otras cosas, determinó las destituciones establecidas en 

esa queja y nombró a las personas que ocuparían los nuevos cargos 

directivos.

De igual forma, el dieciocho de octubre de dos mil veinticinco, se llevó 

a cabo una sesión extraordinaria del Consejo Estatal, en la cual 

actuaron las personas que habían sido destituidas mediante sesión 

del veintiséis de septiembre pasado, a fin de desconocer sus 
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remociones y realizar de igual forma diversas remociones y nuevos 

nombramientos del CDE.  

En otro contexto, las personas destituidas con motivo de la sesión 

extraordinaria del Consejo Estatal de veintiséis de septiembre de dos 

mil veinticinco, acudieron al OPLE para solicitar información de la 

integración del Comité Directivo Estatal del Partido Renovación, a lo 

que éste informó de los movimientos realizados por el partido, en los 

cuales avisó para su registro los cambios aprobados.

Contra esta determinación, las partes actoras del juicio primigenio 

presentaron su demanda ante el Tribunal local para combatir la 

remoción realizada a través de la asamblea extraordinaria de 

veintiséis de septiembre de dos mil veinticinco, alegando que no se 

convocó correctamente, que existió falta de quórum y ausencia de 

protocolización del acta.

Con motivo de dicha impugnación local, el diecisiete de diciembre de 

dos mil veinticinco, el Tribunal responsable determinó confirmar las 

remociones y designaciones de diversas personas integrantes del 

CDE, además de determinar que, respecto del resto de expedientes 

relacionados con dicha controversia se actualizaba la eficacia refleja 

de la cosa juzgada. 

Dicha resolución fue revocada por esta Sala Regional al resolver el 

expediente SG-JDC-3/2026 al considerar que no resultaba aplicable 

la figura jurídica de la cosa juzgada, así como que no había analizado 

y resuelto la controversia integralmente pues el Tribunal local tenía la 

obligación de examinar los requisitos de validez y efectos de las 

sesiones referidas del Consejo Estatal para, en su caso, determinar 

cuál de las dos debería prevalecer para efectos del registro de la 

dirigencia y representación ante el Instituto local. 

En ese sentido, se ordenó el dictado de una nueva determinación en 

la que se examinaran de manera completa y exhaustiva las 
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constancias allegadas a los asuntos y los planteamientos formulados 

por las partes, y verificara si el Instituto local cumplió con su obligación 

de verificar si las correspondientes designaciones reunieron los 

requisitos marcados en la legislación y normativa interna del partido. 

En cumplimiento a lo anterior, mediante resolución de veintisiete de 

marzo pasado, el Tribunal local determinó la restitución de las 

personas removidas, declaró la nulidad de las convocatorias a 

sesiones del Consejo Estatal de veintiséis de septiembre y dieciocho 

de octubre de dos mil veinticinco, y se ordenó conformar el Órgano de 

Justicia Partidaria.

Ante lo resuelto, el partido y diversas personas, a través de las 

demandas de los juicios SG-JDC-836/2026, SG-JDC-842/2026 y SG-

JRC-9/2026 impugnaron la resolución precitada.

Por su parte, las partes actoras primigenias y restituidas en el cargo 

presentaron el juicio de la ciudadanía federal SG-JDC-841/2026, en 

la cual expresaron sus agravios.

Con motivo de dichas impugnaciones, el veintinueve de abril, esta 

Sala Regional resolvió el expediente SG-JDC-836/2026 y 

acumulados, en el cual determinó que el Tribunal responsable había 

omitido recabar documentación e información acerca de la integración 

del OJI, así como de los procedimientos de queja en contra de 

diversas partes actoras primigenias, por lo que revocó la resolución 

impugnada para que el Tribunal local se allegara de dicha 

documentación, a fin de que estuviera en aptitud de resolver lo 

conducente. 

En tal sentido, estableció que la cuestión medular a resolver en este 

asunto consistía en las destituciones que dieron inicio a la cadena 

impugnativa que incidió en la celebración de las mencionadas 

sesiones extraordinarias del Consejo Estatal, a fin de que, una vez 
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que dicha cuestión constituyera cosa juzgada, fuera posible analizar 

la validez del acto que las partes actoras proponen se mantenga por 

no estar impugnado oportunamente. 

En cumplimiento a la resolución SG-JDC-836/2026 y acumulados, el 

veintiséis de mayo la autoridad responsable emitió una nueva 

resolución (hoy acto impugnado) en la cual determinó que, no 

obstante, las inconsistencias aducidas por las partes actoras, el OJI 

se había constituido válidamente como un órgano de hecho y que, 

además, su integración resultaba un acto definitivo y firme que no 

había sido impugnado en el momento procesal oportuno.

Para posteriormente revocar los procedimientos de queja partidista 

que dieron origen a la destitución de diversas partes actoras, al 

considerar que se habían violentado en su perjuicio las reglas del 

debido proceso, por lo que finalmente ordenó su reposición y la 

restitución de las personas que habían sido destituidas por ese 

motivo.

Sentado lo anterior, procede el análisis de los motivos de agravio 

expuestos por las partes actoras, los cuales, como se dijo, serán 

abordados conforme a las temáticas que proponen y de manera 

individual cuando así proceda.  

Tema A. Análisis de agravios relacionados con la determinación 
de la integración del OJI, así como la omisión de 
pronunciamiento de la validez y prevalencia de las sesiones 
extraordinarias de veintiséis de septiembre y dieciocho de 
octubre de dos mil veinticinco, mediante un cierre anticipado del 
estudio, con motivo de una reposición de procedimientos.

Para el análisis del presente apartado, si bien la respuesta se dará de 

manera conjunta en virtud de la relación que guardan entre sí los 

motivos de disenso, se presentará una síntesis de los agravios a 

analizar en un orden acorde con el estudio que se llevará a cabo. 
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Agravio 2. Cumplimiento aparente de la ejecutoria del expediente 
SG-JDC-836/2026 y subsistencia de los temas diferidos.

Estiman que el Tribunal responsable no recabó ni valoró las 

constancias objetivas ni el oficio IEPC/SE/425/2026 (que hace constar 

que el Instituto local no tuvo noticia del OJI hasta el veintisiete de 

marzo de dos mil veintiséis), ni los veinticuatro escritos de integrantes 

del Consejo Estatal glosados el diecinueve de mayo, limitándose a 

revocar las determinaciones del procedimiento de queja y ordenar la 

reposición en aparente cumplimiento de la ejecutoria SG-JDC-

836/2026, además de que difirió el resto de los temas a una cosa 

juzgada que la propia mecánica de reenvío impide que se produzca.

Agravio 3. Omisión de valorar las veinticuatro comparecencias 
de integrantes del Consejo Estatal

Refieren la omisión de valorar las veinticuatro comparecencias de 

integrantes del Consejo Estatal, de su escrito conjunto, registros 

videográficos, así como de las publicaciones digitales glosadas al 

expediente, que fueron presentadas el quince de mayo pasado, en la 

que las personas integrantes del Consejo Estatal desconocen haber 

sido convocadas, asistido, participado y firmado la sesión de veintiséis 

de enero de dos mil veinticinco.

Lo anterior, no obstante que, en atención al principio de adquisición 

procesal, estaba obligada a valorarlas por el solo hecho de obrar en 

autos, por lo cual falta además al principio de exhaustividad, puesto 

que dichas constancias estaban relacionadas con la integración del 

OJI.

Agravio 4. Falta de desahogo de la inspección de los registros 
videográficos y publicaciones digitales. 
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Alegan que la autoridad responsable no proveyó sobre la admisión o 

desechamiento, ni acerca del desahogo de la inspección del 

dispositivo de almacenamiento que contiene los registros 

videográficos ofrecidos, ni se pronunció sobre las publicaciones 

digitales ahí contenidas, por lo que estima que procede la revocación 

para el efecto de que se desahogue la inspección y se realice su 

valoración. 

Agravio 7. Convalidación del OJI viciado en su origen, sin 
verificar la cadena de validez. 

Estiman que la resolución impugnada ordenó la reposición de los 

procedimientos sancionadores, sin verificar previamente si el OJI se 

constituyó válidamente, con lo cual además perpetúa la fragmentación 

entre los expedientes. 

Ello, pues su constitución está respaldada por tres versiones 

discordantes de convocatorias en cuanto a desfase horario, 

domicilios, la presidencia de quien la integró, existe la firma de una 

persona fallecida, se informó de su existencia al Instituto local catorce 

meses después, y en el expediente de queja hay una notificación 

dirigida al domicilio de una tercera persona, además de existir 

actuaciones con fechas incongruentes.   

 

Agravio 8. Sustitución de la definición de la fuente del OJI por 
una reposición procedimental y reconocimiento posterior. 

Estima que la sentencia sustituyó la definición de la fuente válida de 

la producción del OJI por una reposición de procedimientos y por la 

invocación de actos posteriores de reconocimiento, comunicación y 

ejercicio, como si pudieran suplir la ausencia de una producción 

válida, no obstante que ello no sana los vicios de su origen, con lo cual 

elude la litis que la sentencia federal le ordenó resolver.
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Agravio 10. La convergencia de inconsistencias impide tener por 
producida la autoridad. 

Consideran que la sentencia impugnada examinó de manera 

fragmentada las inconsistencias documentales que rodean el acto de 

origen del OJI, sin advertir que ello impedía tener por producida dicha 

autoridad partidista. 

Al respecto, precisan que no afirman falsedad, ni dolo, ni fraude, ni 

simulación, sino que únicamente pretenden que, del análisis de las 

inconsistencias no desvirtuadas ni valoradas, se arribe a la conclusión 

de que el acto de origen del OJI no reúne las condiciones de 

existencia jurídica, además de que un acto que no era conocido ni 

oponible al tiempo que se afirma produjo efectos, no puede tenerse 

por idóneo.

Agravio 1. Omisión de definir la prevalencia entre las sesiones de 
veintiséis de septiembre y dieciocho de octubre de dos mil 
veinticinco. 

Consideran que la sentencia se limitó a dejar sin efectos las 

determinaciones del procedimiento de queja y a ordenar su 

reposición, sin pronunciarse acerca de cuál de las dos sesiones del 

Consejo Estatal - de veintiséis de septiembre o dieciocho de octubre 

de dos mil veinticinco- debía prevalecer para efectos de registro y 

reconocimiento de dirigencia. 

De esa forma, estiman que el tribunal responsable, a través de tres 

resoluciones sucesivas ha incumplido con lo ordenado en la ejecutoria 

del expediente SG-JDC-3/2026.

Agravio 5.  Indebida utilización de técnicas de cierre anticipado 
del estudio de fondo. 
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Estiman que la sentencia impugnada sustituyó el estudio de fondo por 

una reposición procedimental, difiriendo el análisis de la cuestión 

dominante a una etapa posterior, de manera semejante a como lo hizo 

cuando cerró el estudio mediante resoluciones de diecisiete de 

septiembre de dos mil veinticinco, en que lo realizó bajo el argumento 

de la existencia de la eficacia refleja de la cosa juzgada y que fue 

revocada por esta Sala Regional.

Respuesta conjunta a los agravios 2, 3, 4, 7, 8, 10, 1 y 5.

En concepto de esta Sala Regional, los agravios expresados por las 

partes actoras en el presente grupo de disensos resultan 

sustancialmente fundados y suficientes para revocar la resolución 

impugnada para los efectos que más adelante se precisarán, como se 

explica enseguida. 

Se arriba a dicha conclusión, porque se coincide con las partes 

actoras en el sentido de que la autoridad responsable realizó una 

indebida motivación en cuanto al análisis y valoración probatoria de 

las constancias que integraron el expediente y que le llevó a concluir 

que el presunto OJI que sustanció y resolvió los procedimientos de 

queja partidistas OJI/Q001/2025 y OJI/Q002/2025 contra diversas 

partes aquí actoras, nombrado en sesión extraordinaria del Consejo 

Estatal de veintiséis de enero de dos mil veinticinco, fue válidamente 

constituido y resultaban oponibles sus actos y resoluciones en 

perjuicio de las partes actoras que fueron destituidas de sus cargos 

partidistas en el CDE por ese motivo.

Para justificar lo anterior, se parte del examen de la resolución 

impugnada, en la cual, la autoridad responsable señaló, que de las 

constancias que obraron en autos, observó la existencia de una 

sesión del Consejo Estatal de veintiséis de enero de dos mil 

veinticinco, en la cual se había realizado el nombramiento de las 

personas integrantes del OJI.
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En ese contexto, estableció que si bien las partes actoras habían 

formulado planteamientos dirigidos a cuestionar la regularidad de la 

celebración de dicha sesión extraordinaria, como inconsistencias del 

órgano convocante, la publicación de la convocatoria, discrepancias 

en el domicilio ahí precisado y el asentado en el acta de sesión, así 

como observaciones de la calidad orgánica de las personas que 

suscribieron la convocatoria, como el acta y el acompañamiento de 

documentales a la lista de asistencia, en su concepto, aun cuando 

pudieran constituir elementos susceptibles de un análisis estatutario, 

no resultaban suficientes para desconocer, de manera absoluta la 

existencia, funcionalidad y eficacia jurídica del OJI, cuya integración 

fue aprobada en dicha sesión extraordinaria.

Lo anterior, porque con posterioridad a dicha sesión, el OJI comenzó 

materialmente a ejercer funciones propias de su competencia 

estatutaria, desarrollando actividades inherentes a su naturaleza, 

como la recepción, sustanciación y resolución de medios de 

controversia, la emisión de actuaciones y determinaciones en el 

ámbito de la vida interna del partido político, adquiriendo, por lo 

menos, la calidad de un órgano de hecho, sin que existiera en ese 

momento, una determinación firme emitida por autoridad competente 

que privara de eficacia jurídica su integración o funcionamiento. 

Por lo que estimó que, en el caso, aun cuando se advirtieran 

inconsistencias, éstas no destruían la realidad material consistente en 

que el OJI funcionó y ejerció atribuciones propias, por lo que resultaba 

factible reconocer su carácter de órgano de hecho funcionando 

válidamente, además de que la sesión extraordinaria en la que se 

había aprobado su integración no había sido impugnada 

oportunamente por las partes actoras, provocando su definitividad. 

Como se pude apreciar, el estudio realizado al respecto por el Tribunal 

responsable se limitó a enunciar algunas de las irregularidades 

aducidas por las partes actoras por las que consideraron que el OJI 
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no había sido válidamente constituido, lo que produjo un análisis 

deficiente de los medios probatorios aportados para tal efecto, a fin de 

verificar el impacto que podrían generar en la certeza respecto de la 

validez de la constitución del OJI mediante sesión de enero de dos mil 

veinticinco. 

Ello, en tanto que, de manera dogmática les restó cualquier eficacia 

probatoria en el sentido pretendido por las partes actoras, al sólo 

argumentar que se estaba en un caso de la constitución de un órgano 

de hecho, al que no podía restarle vigencia o validez de manera 

automática.

Cuestión que, de forma lógica implicaba que, ante los 

cuestionamientos acerca de la validez de su constitución, resultaba 

necesario analizar el caudal probatorio en un primer momento, a fin 

de establecer, de acuerdo con su relevancia, de manera cierta y 

objetiva, la validez de su constitución, atendiendo a las 

inconsistencias aducidas y la posible falta de certeza en ese sentido 

que ello conllevara.

Lo cual, igualmente implicaba realizar el análisis correspondiente de 

las constancias allegadas al Tribunal responsable el quince de mayo 

pasado, relacionadas con un escrito conjunto, diversos escritos que 

contienen manifestaciones de personas que señalan haber sido 

integrantes del Consejo Estatal en el momento de la celebración de la 

sesión extraordinaria de veintiséis de enero de dos mil veinticinco, así 

como registros videográficos en ese sentido y el señalamiento de una 

serie de publicaciones digitales.

Documentación cuyo acompañamiento al expediente derivó 

precisamente del desahogo de una vista otorgada a las partes 

actoras, conforme a lo determinado por esta Sala Regional al resolver 

el expediente SG-JDC-836/2026 y acumulados, con motivo de la 

documentación recabada en torno a los actos de nombramiento del 

OJI. 
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Con base en lo anterior, esta Sala Regional considera que, 

opuestamente a lo determinado por el Tribunal responsable, asiste la 

razón a las partes actoras en el sentido de que las inconsistencias 

detectadas y aducidas respecto de la sesión extraordinaria de 

veintiséis de enero de dos mil veinticinco, en la que se indica fueron 

nombradas las personas que conformaron el OJI, resultan 

insuficientes para generar la certeza acerca de su validez y, en 

consecuencia, de las determinaciones y acuerdos ahí tomados. 

Ello, toda vez que de la revisión del material probatorio que obra en el 

expediente y que fue recabado por el Tribunal responsable en 

cumplimiento a lo ordenado en la ejecutoria del expediente SG-JDC-

836/2026 y acumulados, es posible advertir la existencia de diversas 

inconsistencias respecto de los actos preparatorios y constitutivos de 

la asamblea extraordinaria en comento que, como se dijo, impiden 

tener plena certeza de la validez de los acuerdos ahí tomados. 

Lo anterior es así, puesto que, en principio, del análisis de las 

convocatorias que el propio partido político allegó al Instituto local y 

que fueron remitidas a la autoridad responsable, es posible advertir 

que existe una discordancia entre los domicilios en los cuales debería 

llevarse a cabo dicha sesión, pues en una de ellas se menciona que 

ésta se llevaría a cabo en el ubicado en la calle Zaragoza, número 

228, interior 6, de la ciudad de Durango, Durango14, mientras que en 

una diversa consta que ésta se efectuaría en la misma fecha y hora, 

pero de la avenida Constelaciones número 822, del fraccionamiento 

Villas del Guadiana IV, de dicha ciudad15. 

En ese sentido, en principio se tiene que la primera de las 

convocatorias señaladas no resulta coincidente con el domicilio 

asentado en la segunda, así como respecto del contenido en el acta 

14 Foja 1815, del cuaderno accesorio I, tomo IV, del expediente. 
15 Foja 1798, del cuaderno accesorio I, tomo IV, del expediente.
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de la sesión extraordinaria de veintiséis de enero de dos mil 

veinticinco16. 

Asimismo, se observa que, entre las dos convocatorias indicadas 

existe otra discrepancia consistente en que, en una de ellas se 

consigna como punto 5 del orden del día el nombramiento de las 

personas que integrarían el OJI17, mientras que en la otra 

convocatoria se aprecia que dicho punto corresponde a la aprobación 

de la plataforma electoral, sin que se contemple el punto relativo al 

nombramiento antes indicado18.

Sin que pase desapercibida la existencia de un tercer ejemplar de la 

convocatoria, donde aparece como domicilio la calle Zaragoza 

número 228 y en la cual se sustituyó o corrigió el punto 5 del orden 

del día para agregar el tema relacionado con el nombramiento de las 

personas integrantes del OJI (presentada el seis de mayo pasado en 

alcance ante el Instituto local).19

Además, se observa que en las citadas convocatorias no existe 

consistencia en la calidad orgánica con la que firman las personas que 

se dicen convocantes, puesto que en dos de las convocatorias 

aparecen como secretaria y vicepresidenta de la mesa directiva, 

mientras que en una tercera aparecen como secretarias de la mesa 

directiva, además de referir, en dos de ellas, que el órgano convocante 

son las personas integrantes del CDE, mientras que, en otra, que 

quien convoca son personas integrantes de la mesa directiva del 

Consejo Estatal.20 

También, del análisis del acta de dicha asamblea, en cuanto a los 

presuntos nombramientos, se advierte que la presidencia del OJI 

recayó en la persona de nombre Gustavo Rosales Prado, así como 

16 Foja1807, del cuaderno accesorio I, tomo IV, del expediente
17 Foja 1798, del cuaderno accesorio I, tomo IV, del expediente.
18 Foja 1815, del cuaderno accesorio I, tomo IV, del expediente.
19 Foja 1831, del cuaderno accesorio I, tomo IV, del expediente.
20 Fojas, 1798, 1815 y 1831 del cuaderno accesorio 1, tomo IV. 
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que a Keren Hapuc Martínez Campa se le designó como integrante 

del mismo, mientras que, por el contrario, del oficio remitido al Instituto 

local21 el veintisiete de marzo pasado se informó que, atendiendo a lo 

acordado en la sesión de veintiséis de enero de dos mil veinticinco, 

dicha presidencia había correspondido a la ciudadana citada en 

segundo término.

Inconsistencia que se reitera en las distintas actuaciones de los 

procedimientos de queja OJI/Q001/2025 y OJI/Q002/2025, en las que 

Keren Hapuc Martínez Campa, firma como presidenta del OJI, cuando 

en el acta indicada se había referido que la presidencia correspondía 

a otra persona.22 

De igual forma, se tiene en cuenta que según lo informado por el 

Instituto local con motivo del requerimiento efectuado por el Tribunal 

responsable en cumplimiento a la ejecutoria de esta Sala Regional, 

señaló que no contaba con información alguna referente a la página 

oficial de internet del Partido Estatal Renovación, así como que la 

comunicación de los nombres de las personas que se afirmó que 

presuntamente integraban el OJI desde enero de dos mil veinticinco, 

se realizó hasta el veintisiete de marzo de dos mil veintiséis, sin que 

en ese momento hubiera resultado procedente dicho registro, 

precisamente derivado de diversas inconsistencias advertidas en la 

documentación que fue remitida para tal efecto, por lo que el Instituto 

local le requirió documentación al respecto a fin de realizar el estudio 

correspondiente, cuestión que informó estaba bajo análisis. 

En ese sentido, además de las inconsistencias referidas, se advierte 

un incumplimiento a lo establecido en el artículo 29, fracciones VI y 

VII de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el 

Estado de Durango, en el sentido, de que los partidos políticos 

estatales tienen el deber de comunicar al Instituto local, dentro de los 

21 Foja 1797 del cuaderno accesorio 1, tomo IV.
22 Fojas 1849 a 1852, así como 1856 a 1865 del cuaderno accesorio 1, tomo IV. 
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diez días hábiles siguientes a que ocurran, las modificaciones a sus 

documentos básicos y los cambios a los integrantes de sus órganos 

directivos. 

Asimismo, entre las constancias aportadas por las aquí partes actoras 

ante el Tribunal responsable el quince de mayo pasado, en 

cumplimiento y desahogo a la vista ordenada con motivo de lo 

ordenado por esta Sala Regional en el expediente SG-JDC-836/2026 

y acumulados, se encuentran un grupo de veinticuatro formatos de 

declaraciones escritas acompañadas de copia de credencial para 

votar, así como en videograbaciones, de personas cuyos nombres se 

encuentran inscritos como asistentes en la supuesta lista de 

asistencia a la sesión extraordinaria del veintiséis de enero de dos mil 

veinticinco.

En tales escritos, previa identificación, manifiestan, en esencia, que 

en torno a la sesión de veintiséis de enero de dos mil veinticinco, en 

que se afirma que se aprobó la integración del OJI, no fueron 

convocados personalmente, no asistieron, no participaron en ella, 

además de desconocer las firmas que en su nombre se pretendan 

utilizar en los documentos soporte de dicha sesión, ofreciendo para 

tal efecto, la posibilidad de ratificar su contenido cuando fueren 

requeridas para ello.

De la valoración conjunta de los elementos probatorios antes 

precisados, tomando en consideración las reglas de la lógica, la 

experiencia y la sana crítica, así como la multiplicidad de 

inconsistencias detectadas, es posible desprender fuertes indicios 

que impiden contar con certeza plena acerca de la validez de la sesión 

extraordinaria del Consejo Estatal en comento y, por tanto, de los 

acuerdos y actos emanados de ella y que guardan relación con el 

supuesto nombramiento de las personas integrantes del OJI.

Ello es así, pues de la documentación presentada por el propio partido 

político, la remitida por el Instituto local, así como de las declaraciones 
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privadas de las personas que aparecen en la presunta lista de 

asistencia de la sesión de veintiséis de enero de dos mil veinticinco, 

se desprenden circunstancias coincidentes entre sí que inclinan a esta 

autoridad jurisdiccional a otorgar la razón a las partes actoras en el 

sentido de que no resulta jurídicamente factible otorgar validez a la 

presunta conformación del OJI. 

Lo anterior, en virtud de que existen notorias y reiteradas 

contradicciones documentales, que evidencian una vulneración 

sustancial al principio de certeza que debe regir como presupuesto 

procesal de validez de dicha sesión, en tanto que estas se 

actualizaron, de manera preponderante, en los documentos 

esenciales de dicha sesión extraordinaria. 

Asimismo, cabe señalar que, si bien las declaraciones presentadas 

por veinticuatro personas son similares y fueron presentadas con 

posterioridad a tales hechos, también lo es que los indicios que 

generan se refuerzan ante la ausencia de notificaciones particulares 

a los integrantes del Consejo Estatal de la supuesta convocatoria, así 

como de la falta de identificación de las personas asistentes en el 

cuerpo del acta de la sesión extraordinaria de veintiséis de enero de 

dos mil veinticinco.

Lo anterior, aunado al hecho de que, en incumplimiento a la obligación 

establecida en la legislación electoral local, el Partido Político 

Renovación fue omiso en presentar oportunamente para su 

dictaminación, registro e inscripción ante el Instituto local, las 

constancias relacionadas con la sesión en comento, no obstante que 

se trató de un presunto hecho sucedido hacía más de un año, 

circunstancia que igualmente refuerza la convicción en el sentido de 

no tener por actualizada la validez de la sesión en comento, así como 

de los actos ahí aprobados. 
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En tal sentido, existen elementos suficientes que evidencian la 

existencia de inconsistencias que comprometen la regularidad de la 

sesión en análisis, particularmente en cuanto a su convocatoria como 

presupuesto indispensable para la validez de actos subsecuentes, la 

variación de lugares y tiempos en cuanto al desarrollo de la asamblea, 

así como respecto de las personas de las cuales se pretendió 

acreditar su asistencia con las listas que acompañó el partido político, 

y la falta de notificación de ello al Instituto local durante más de un 

año, que impactan en la certeza sobre la determinación ahí tomada, 

consistente en la integración del OJI. 

En virtud de lo expuesto, se considera que no resultaba factible que 

el Tribunal responsable concluyera que el OJI funcionó válidamente 

como un órgano de hecho, ante la existencia advertida de 

inconsistencias que no permiten contar con certeza acerca de la 

validez de los actos partidistas encaminados al nombramiento de sus 

integrantes. 

Sin que sea obstáculo para arribar a la anterior conclusión, que se 

hubiera señalado que la sesión citada no fue impugnada en su 

oportunidad, puesto que debe tenerse en cuenta que el análisis de su 

validez y de los acuerdos ahí aprobados, derivó de lo ordenado por 

esta Sala Regional en el expediente SG-JDC-836/2026 y acumulados, 

en que se ordenó requerir la documentación relacionada con su 

constitución y determinar lo conducente. 

 

En consecuencia, esta Sala Regional considera que, opuestamente a 

lo establecido por el Tribunal responsable, resulta improcedente 

reconocer validez jurídica al acto relativo a la constitución del OJI, que 

se afirmó haberse llevado a cabo el veintiséis de enero de dos mil 

veinticinco, por lo que lo procedente es declarar su invalidez y, por 

ende, la nulidad de los actos derivados de ello que guardan relación 

con el presente asunto.  
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Por tanto, quedan sin efectos las actuaciones y resoluciones emitidas  

por el OJI en comento, como lo son los actos relacionados con las 

remociones de las personas que resultaron afectadas con motivo de 

las resoluciones dictadas en los procedimientos de queja 

OJI/Q001/2026 y OJI/Q002/2026, así como los actos realizados como 

consecuencia y en cumplimiento de ello, y cualquier otro acto 

subsecuente que se haya emitido en ese sentido, con motivo de lo 

resuelto por el Tribunal responsable en la resolución impugnada que 

ha sido revocada.

Sin que resulte obstáculo que José César Cervantes Jiménez no 

hubiera acudido como parte actora ante esta instancia federal en el 

presente juicio, pues en virtud de la naturaleza de la invalidez 

decretada en torno a la constitución del OJI y la consecuente nulidad 

absoluta de las actuaciones realizadas por dicho órgano partidista al 

emitir las resoluciones a las quejas que decretaron su remoción, se 

verá comprendido entre las personas beneficiarias de los efectos de 

esta resolución.  

En ese sentido, se considera que deben desestimarse las pruebas 

supervenientes aportadas el nueve de julio por la parte tercera 

interesada y que fueron admitidas en el apartado correspondiente de 

esta sentencia. 

Lo anterior, toda vez que si bien se presentó una copia de una sesión 

ordinaria del Consejo Estatal del Partido Renovación de veinticuatro 

de junio pasado y que en ella, como punto 5 de la orden del día se 

observa la aprobación de la ratificación, para efectos registrales ante 

el Instituto local, de la integración de OJI aprobada mediante sesión 

extraordinaria de Consejo Estatal de veintiséis de enero de dos mil 

veinticinco, además de una convalidación plena, ratificación 

retroactiva y reconocimiento vinculante de los actos realizados por 

dicho OJI, lo cierto es que, con independencia de la validez que 

pudiera llegar a tener dicho acto partidista, debe señalarse que, como 



SG-JDC-861/2026

36

el propio documento lo reconoce, tales acuerdos derivaron, 

esencialmente, de lo resuelto por el Tribunal responsable en la 

resolución aquí controvertida y que ha sido revocada.

Ello, pues como se advierte de tal documento, la ratificación de 

integración y validación de los actos del OJI presuntamente integrado 

el veintiséis de enero de dos mil veinticinco, tienen como sustento la 

determinación tomada por el Tribunal responsable en la sentencia 

impugnada, puesto que ahí se refiere que la regularidad estatutaria de 

dicho órgano fue convalidada por el Tribunal responsable en la 

sentencia aquí controvertida y revocada.

Sin embargo, como se dijo, esta Sala Regional ha revocado la 

sentencia impugnada al considerar que no es posible reconocer 

validez jurídica a la constitución del citado OJI, razón por la que, entre 

otros, se dejaron sin efectos los actos realizados por dicho órgano y 

en cumplimiento de la citada resolución local.

Circunstancia que igualmente impacta en el resto de los documentos 

aportados como supervenientes por la parte Tercera interesada, 

puesto que se trata de actuaciones relacionadas con la reposición de 

las quejas partidistas que, como se dijo y se reitera, han quedado sin 

efectos en virtud de lo razonado y resuelto en esta sentencia. 

En consecuencia, se deberá restituir a J. Cruz Silerio Núñez, Roberto 

Silerio Núñez, José César Cervántes Jiménez y Jacqueline Burciaga 

García, respectivamente, como Secretario General, Secretario de 

Asuntos Rurales y Migración, Secretario de Organización y Asuntos 

Electorales y Secretaria de Gestión23 Social, del CDE, en cuyos 

cargos se ordenó su remoción en las resoluciones de mérito. 

23 Si bien de la resolución de queja partidista se observa que se asentó el cargo de 
Secretaria de Organización Social, de constancias se desprende que el cargo que 
desempeñaba fue el de Secretaria de Gestión Social. 
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Sentado lo anterior, se tiene que, con la presente determinación, al 

haber dejado sin efecto todo lo actuado en los procedimientos de 

queja que dieron lugar a las remociones de las personas antes 

mencionadas, ha quedado resuelto el tema relacionado con las 

remociones ordenadas por el OJI que se estimó inválidamente 

constituido mediante sesión extraordinaria de veintiséis de enero de 

dos mil veinticinco.

En ese sentido, se toma en cuenta que, en la resolución emitida en el 

expediente SG-JDC-3/2026 se revocó la actuación inicial del Tribunal 

responsable al considerar, esencialmente, que no había analizado y 

resuelto la controversia integralmente pues tenía la obligación de 

examinar los requisitos de validez y efectos de las sesiones referidas 

del Consejo Estatal para, en su caso, determinar cuál de las dos 

debería prevalecer para efectos del registro de la dirigencia y 

representación ante el Instituto local. 

En ese contexto, se ordenó el dictado de una nueva determinación en 

la que examinara de manera completa y exhaustiva las constancias 

allegadas a los asuntos y los planteamientos formulados por las 

partes, y verificara si el Instituto local cumplió con su obligación de 

verificar si las correspondientes designaciones reunieron los 

requisitos marcados en la legislación y normativa interna del partido. 

Asimismo, la resolución emitida en cumplimiento a esa ejecutoria 

federal fue revocada por esta Sala Regional al resolver el expediente 

SG-JDC-836/2026 y acumulados, para efecto de que, entre otras 

cosas, el Tribunal local se allegara de la documentación relacionada 

con la constitución del OJI, a fin de que estuviera en aptitud de 

resolver lo conducente. 

En dicha ejecutoria, esta Sala Regional estableció que la cuestión 

medular a resolver en este asunto por el Tribunal responsable, 

consistía en las destituciones que dieron inicio a la cadena 



SG-JDC-861/2026

38

impugnativa que incidió en la celebración de las mencionadas 

sesiones extraordinarias del Consejo Estatal, a fin de que, una vez 

que dicha cuestión fuera resuelta en definitiva, se analizara la validez 

de las sesiones extraordinarias controvertidas, entre las cuales se 

encuentra la que las partes actoras proponen se mantenga por no 

estar impugnada oportunamente, así como respecto de la 

interpretación estatutaria que han solicitado. 

En virtud de lo expuesto, al haber resultado sustancialmente fundados 

los agravios analizados en el presente apartado, en atención a la 

directriz establecida por esta Sala Regional en las ejecutorias antes 

mencionadas, procede revocar la resolución impugnada, para el 

efecto de que se ordene al Tribunal responsable que emita una nueva 

sentencia en la cual se avoque al análisis de la controversia 

planteada, relacionada con el análisis de la validez de las sesiones 

extraordinarias del Consejo Estatal de veintiséis de septiembre y de 

dieciocho de octubre, ambas de dos mil veinticinco, cuya materia de 

impugnación subyace en los planteamientos expuestos en diversos 

expedientes de origen.

Lo anterior, en el entendido de que, por lo que hace a la de dieciocho 

de octubre de ese año, dicho análisis deberá atender a los 

planteamientos realizados por las partes actoras al impugnar ante esa 

instancia estatal, los actos del Instituto local relacionados con la 

negativa de registro y representación ante dicha autoridad. 

En ese sentido, la resolución que se dicte en cumplimiento deberá 

analizar y resolver la controversia indicada, de manera integral y 

exhaustiva, atendiendo a lo establecido en esta ejecutoria y tomando 

en cuenta el respeto al derecho de autoorganización y 

autodeterminación partidista, en la interpretación de las normas 

internas. 

Así, toda vez que han cesado los efectos jurídicos relacionados con 

la constitución y actuación del OJI en los términos antes precisados, 
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se dejan a salvo los derechos de la parte denunciante para que, los 

haga valer ante el órgano de justicia intrapartidaria que en su 

momento sea designado, conforme al artículo 79 de los estatutos del 

partido estatal Renovación. 

En consecuencia, se califican como inatendibles el resto de los 

agravios hechos valer por las partes actoras, relacionados con el error 

en la interpretación del mandato del tercio, del Estatuto y falta de 

análisis del expediente SG/2025-09/01; así como la supuesta 

inejecutabilidad material de la restitución ordenada y nulidad de la 

sesión de dieciocho de octubre de dos mil veinticinco. 

Ello, pues como se observa del análisis de fondo de la presente 

sentencia, se ha concluido la revocación total de la resolución 

controvertida para el efecto de dictado de una nueva en los términos 

precisados, por lo que resultaría innecesario su análisis ya que a 

ningún fin práctico conduciría el pronunciamiento correspondiente.

Por otra parte, resulta improcedente que esta Sala Regional conozca 

la controversia de origen en plenitud de jurisdicción como lo 

manifiestan las partes actoras, toda vez que no se trata de un asunto 

que se encuentre vinculado de manera directa a un proceso electoral 

en curso, además de que, con la solución adoptada se garantiza que 

la autoridad responsable se avoque al análisis de la problemática 

pendiente de resolución, así como que las partes involucradas 

cuenten de manera efectiva con las instancias impugnativas a las que 

tienen derecho.    

OCTAVA. Efectos. Toda vez que se ha determinado la revocación de 

la resolución impugnada en razón del estudio realizado en el análisis 

de fondo, se establecen los siguientes efectos.

1. Se declara la invalidez de la constitución y nombramiento de las 

personas integrantes del OJI derivado de la sesión 
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extraordinaria del Consejo Estatal de veintiséis de enero de dos 

mil veinticinco. 

2. Quedan sin efectos las actuaciones y resoluciones emitidas  por 

el OJI en comento, como lo son los actos relacionados con las 

remociones de las personas que resultaron afectadas con 

motivo de las resoluciones dictadas en los procedimientos de 

queja OJI/Q001/2026 y OJI/Q002/2026, así como los actos 

realizados como consecuencia y en cumplimiento de ello, y 

cualquier otro acto subsecuente que se haya emitido en ese 

sentido, con motivo de lo resuelto por el Tribunal responsable 

en la resolución impugnada, que ha sido revocada en el 

presente juicio.

3. Se deberá restituir a J. Cruz Silerio Núñez, Roberto Silerio 

Núñez, José César Cervántes Jiménez y Jacqueline Burciaga 

García, respectivamente, como Secretario General, Secretario 

de Asuntos Rurales y Migración, Secretario de Organización y 

Asuntos Electorales y Secretaria de Gestión Social, del CDE, 

en cuyos cargos se ordenó su revocación en las resoluciones 

de mérito.

Por tanto, se tendrá que vincular a la presidencia del Partido 

Estatal Renovación, para que restituya a dichas personas en 

cuyos cargos se ordenó su remoción en las resoluciones de 

mérito.

En ese sentido, al tratarse de una revocación para el efecto del 

dictado de una nueva resolución, se vincula al Tribunal 

responsable para que realice la notificación correspondiente en 

auxilio de esta Sala Regional, así como que verifique el 

cumplimiento de dicha determinación.

4. Se ordena al Tribunal responsable que, emita una nueva 

resolución, en la cual se avoque al análisis de la controversia 
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planteada, relacionada con el análisis de la validez de las 

sesiones extraordinarias del Consejo Estatal de veintiséis de 

septiembre y de dieciocho de octubre, ambas de dos mil 

veinticinco, cuya materia de impugnación subyace en los 

planteamientos expuestos en diversos expedientes de origen y 

atendiendo a lo establecido en el estudio de fondo de esta 

sentencia.

En el entendido de que, por lo que hace a la de dieciocho de 

octubre de ese año, dicho análisis deberá atender a los 

planteamientos realizados por las partes actoras al impugnar 

ante esa instancia estatal, los actos del Instituto local 

relacionados con la negativa de registro y representación ante 

dicha autoridad. 

Lo anterior, deberá realizarlo en un plazo de cinco días hábiles 

contados a partir del siguiente en que se notifique la presente 

sentencia, para lo cual deberá informar de su cumplimiento a 

esta Sala Regional dentro de las veinticuatro horas posteriores 

a que ello suceda, anexando las constancias que así lo 

acrediten, así como las constancias de notificación a las partes 

involucradas. 

En el entendido de que, dicha comunicación la deberá realizar 

en el plazo señalado, preliminarmente a la cuenta institucional 

cumplimientos.salaguadalajara@te.gob.mx, y posteriormente 

en formato físico a la Oficialía de Partes de este órgano 

jurisdiccional por la vía más expedita.  

Por lo expuesto y fundado, esta Sala

R E S U E L V E:

PRIMERO. Es improcedente el escrito de amigos del tribunal. 

mailto:cumplimientos.salaguadalajara@te.gob.mx
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SEGUNDO. Se revoca la resolución impugnada en los términos y para 

los efectos precisados en la parte final de esta ejecutoria.

Notifíquese, en términos de ley, así como en los términos indicados 

en la presente sentencia. En su caso, devuélvanse las constancias 

atinentes previa copia digitalizada que se deje en su lugar en un 

dispositivo de almacenamiento de datos y, en su oportunidad, 

archívese el expediente como asunto total y definitivamente 

concluido. 

Así lo resolvieron por mayoría de votos, la Magistrada Presidenta 

Rebeca Barrera Amador, la Magistrada Irina Graciela Cervantes 

Bravo y el Magistrado Sergio Arturo Guerrero Olvera, quien emite un 

voto particular, integrantes de la Sala Regional Guadalajara del 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, ante la 

Secretaria General de Acuerdos Mayra Fabiola Bojórquez González, 

quien certifica la votación obtenida, así como da fe que la presente 

determinación se firma de manera electrónica.

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MAGISTRADO 
ELECTORAL SERGIO ARTURO GUERRERO OLVERA, EN 
RELACIÓN CON EL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DE LA CIUDADANÍA SG-
JDC-861/2026. 

Con fundamento en los artículos 261 y 267, fracciones I y V, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y 48 del Reglamento Interno del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, respetuosamente, 
formulo VOTO PARTICULAR.

Consideraciones de la mayoría

El proyecto que la mayoría de mis pares avala, se sustenta en que la resolución 
del tribunal local omitió atender los temas relativos a la defectuosa 
integración del Órgano de Justicia Partidario24 (OJI), por lo que de facto se 
asume plenitud de jurisdicción para analizar los hechos expuestos y con base 
en lo alegado se declara que se conformó indebidamente.

24 Indistintamente citado como OJI.
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Siguiendo esta lógica, la propuesta deja a salvo los derechos de las personas 
denunciantes de los recursos de queja 01 y 02 del año pasado para que los 
hagan valer según corresponda.

Por último, se instruye al tribunal estatal para que revise las asambleas 
cuestionadas del 26 de septiembre y del 18 de octubre del año pasado.

Argumentos por los cuales difiero

Con el debido respeto a mis pares, desde mi perspectiva la demanda no 
derrota las consideraciones del fallo estatal relativas a que ya no es oportuno 
controvertir la conformación del OJI, aduciendo que ésta se produce por la 
instrucción que se dio en el SG-JDC-836/2026 que ordenó verificar 
solamente su existencia y no su integración.

Lo anterior, al considerar que existen elementos por los cuales se puede 
colegir que hubo falta de acción de los actores para combatir oportunamente 
los actos por vicios propios según se expondrá.

Tomando en consideración que el tribunal estatal cuando falló la resolución 
controvertida sostuvo que el OJI era un órgano partidario que funcionó de 
hecho y que no hubo inconformidad probada o sobrevenida por parte de los 
actores, lo que justificó no revisar los vicios sustanciales alegados para tratar 
de probar la ilegalidad en su conformación.

Ello, ya que, si se analiza el “ACTA DE SESIÓN EXTRAORDINARIA 
DEL CONSEJO ESTATAL DEL PARTIDO ESTATAL 
RENOVACIÓN, CELEBRADA EL VEINTISÉIS DE ENERO DE DOS 
MIL VEINTICINCO A LAS DIECIOCHO HORAS EN AV. 
CONSTELACIONES, NÚMERO 822, FRACC. VILLAS DEL 
GUADINA IV DE LA CIUDAD DE VICTORIA DURANGO” se aprecia 
lo siguiente:

PRIMERO. Según se narra en el acta (que obra en el SG-JRC-09/2026 a 
fojas 31-32 del principal) comparecieron Marisol Varela Barrera y Jhovana 
Consuelo Galindo, en su calidad de Secretaria y Vicepresidenta de la Mesa 
directiva del CONSEJO ESTATAL, del partido Renovación, para que de 
conformidad con la convocatoria de 22 de enero de 2025 aprobada por el 
Comité Directivo Estatal y publicada el 23 de enero de 2025 en los estrados 
del instituto político, se celebrará la Sesión Extraordinaria del Consejo 
Estatal, de conformidad con el artículo 23 de sus estatutos.

De lo trasunto se advierte:

A) La convocatoria a la sesión fue emitida y aprobada por el Comité Directivo 
Estatal, esto es, la autoridad partidaria subordinada del Consejo Estatal fue 
quien presuntamente emitió y aprobó la convocatoria.

En este sentido, por ejemplo J. Cruz Silerio Núñez era Secretario General del 
Comité Directivo Estatal, Jacqueline Burciaga García (Secretaria de Gestión 
Social) y Roberto Silerio Núñez (Secretario de Asuntos Rurales y 
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Migratorios)25, según lo reconocen expresamente en su demanda al momento 
de narrar que ostentaban estos cargos desde abril de 2024 (apartado VII 
Antecedentes, el marcado como número 1), confesión expresa que merece 
valor probatorio pleno en términos de lo previsto por el artículo 15 y el 
respectivo 16 de la ley adjetiva electoral federal en cuanto a que formaban 
parte del comité desde el 2024 y como la litis se sustenta en la destitución que 
se hizo de éste en septiembre 26 de 2025, entonces, lleva a la convicción de 
que formaban parte del comité que emitió y aprobó la convocatoria del 26 de 
enero de 2025, pues no existe prueba en contrario que desvirtúe este hecho o 
que demuestre que lo desconocían pese a ser parte del comité.

b) En el acta de 26 de enero de 2025, comparece Marisol Varela Barrera, 
quien según confiesan los actores en su demanda (véase el apartado citado de 
antecedentes) era la Presidenta del CDE, junto con J. Cruz Silerio Núñez 
(Secretario General), Jacqueline Burciaga García (Secretaria de Gestión 
Social) y Roberto Silerio Núñez (Secretario de Asuntos Rurales y 
Migratorios), esto implica, que quien participó en el acta controvertida, era la 
presidenta del órgano directivo estatal que estaba en funciones de Secretaria 
de la mesa directiva del Consejo Estatal del partido y que era compañera de 
CDE de la parte actora integrante del mismo CDE que la parte actora.

Con ello, se refuerza que por lo menos J. Cruz Silerio Núñez (Secretario 
General del CDE), Jacqueline Burciaga García (Secretaria de Gestión Social) 
y  Roberto Silerio Núñez (Secretario de Asuntos Rurales y Migratorios) al ser 
parte del órgano directivo partidario, pudieron enterarse de los actos de 
conformación del OJI, y que, para negar el conocimiento expreso de los 
hechos, debían probar que los efectos publicitarios del acta de enero estaban 
viciados, cuestión que no se expone en su demanda colectiva.

Así, toda vez que la confesión expresa que hace sobre la conformación del 
CDE y la falta de ataque a los elementos publicitarios de una convocatoria 
presuntamente emitida y aprobada por el CDE del que en ese momento 
formaban parte, llevan a la convicción de que no desconocían los hechos que 
ahora alegan, ello, pues no existe prueba alguna que controvierta las 
actuaciones de conformación del OJI.

En ese sentido, la convocatoria aprobada y su publicación, en términos de los 
artículos 15 y 16 de la citada ley adjetiva, hacen prueba plena en su contra 
respecto de que el momento procesal oportuno para controvertir los vicios 
sustanciales en la conformación del OJI era posterior a la convocatoria o, en 
su caso, al momento en que hubieran tenido conocimiento del acto, previa 
acreditación de la invalidez de sus efectos publicitarios.

SEGUNDO. Atendiendo a que los actos celebrados surten sus efectos de 
forma temporal hasta en tanto no se declaren nulos por sentencia ejecutoriada, 
se puede afirmar que, la Sesión Extraordinaria de 26 de enero de 2025, podían 
alegarse en dos momentos, el primero, luego de su publicación y el segundo, 

25 Luego CDE.
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cuando las partes se enteran de ella y demuestran que estaba viciado el efecto 
publicitario del acto26, pero no con meras afirmaciones sin sustento.

Esto es, los efectos del acto controvertido tienen presunción de validez hasta 
en tanto no se demuestre lo contrario, lo que implica el probar oportunamente 
los motivos por los cuales no se apegaron a la normativa partidaria, sin 
embargo, y como se demostró esto no se hizo de forma oportuna, ya que existe 
una convocatoria y una publicación de ella que permanece intacta, además, 
los disensos expuestos, solamente atienden a temas de nulidad sustancial del 
acto, pero no de su publicidad.

Así, si la citada se llevó a cabo por una convocatoria que aprobó el CDE del 
cual formaban parte los actores de la demanda colectiva, se publicó en los 
estrados partidarios y se hizo extensiva a los interesados, obliga a los quejosos 
a pedir la declaración de nulidad de los actos tendientes a hacer pública la 
convocatoria, demostrando que la publicación fue ilegal.

Lo dicho, impone a los actores el controvertir en primer término la 
convocatoria, su difusión y sus consecuencias a través de agravios que 
destruyan las presunciones y efectos temporales de legalidad y publicidad del 
acto, para que la autoridad pueda evaluarlos y determinar si en todo caso eran 
ilegales para con esto tener por oportunos los reclamos sustanciales que 
pretenden la anulación de la Asamblea, sin embargo, estos agravios no se 
expusieron en su demanda.

Por lo anterior, se puede concluir que si se desea anular un acto cuyo 
conocimiento se controvierte y la impugnación se formula después del plazo 
legal, lo primero que debe hacerse es que se declare la nulidad de los efectos 
publicitarios, pues de no ser así, se presume el conocimiento del acto y el 
consentimiento tácito de este.

Esa cuestión ahora acaece en la demanda, pues no exponen agravios para 
probar que la difusión de la Sesión Extraordinaria de 26 de enero de 2025 fue 
ilegal o inexistente, pese a que se presume se emitió por el CDE, de ahí que 
deben tenerse por consentidos los efectos de publicidad implementados para 
su difusión a los miembros del partido y a los terceros.

En conclusión, como lo refirió la resolución controvertida, no se desvirtuó 
que el OJI fuera un órgano que operó de hecho, pues no se probó su ilegal 
conformación; tampoco se acreditó que los actores de la demanda colectiva 
desconocieran o hubieran atacado los actos publicitarios de conformación del 
OJI.

En consecuencia, si se tiene por consentido el conocimiento expreso o tácito 
del acto, ya no resulta factible controvertirlo por vicios de legalidad en su 
integración, menos aún si en la demanda federal no se desvirtúan esas 
razones, de esto, que sus agravios sean insuficientes para revocar el fallo.

26 Al caso resulta aplicable por su contenido la tesis con registro digital 166350 de rubro “NULIDAD 
RELATIVA, SUS BENEFICIOS PROCESALES.” Consultable en: 
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/166350

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/166350
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TERCERO. Tampoco comparto que el proyecto asuma plenitud de 
jurisdicción para asumir atribuciones y declarar la nulidad en la 
conformación del OJI, sin que exista urgencia o irreparabilidad alguna.

Conforme a lo anterior, en la propuesta no se justifica la revisión que se hace 
de los agravios relativos a los defectos que se estiman actualizados en la 
conformación del OJI, como son domicilios inconsistentes, cambios de 
cargos de los funcionarios o error en la cita de apertura y cierre de la asamblea 
extraordinaria.

Del mismo modo, la directriz del proyecto se encaminó a probar una falta de 
exhaustividad por parte del fallo local y con base en esto, asume plenitud de 
jurisdicción y declara la nulidad del OJI, sin que se justifique el motivo por 
el cual se privó al tribunal estatal de resolver la incompetencia de origen que 
se expuso basada en que hubo vicios en la asamblea de creación, máxime, si 
se considera que la confronta no superó la oportunidad para ser estudiada por 
el juzgador local.

Asimismo, tampoco comparto que el proyecto al analizar en plenitud de 
jurisdicción las causas de una probable nulidad en la integración del OJI, no 
realice una valoración probatoria para desvirtuar el proceso de publicidad de 
la asamblea el cual, salvo prueba en contrario, debe presumirse ajustado a la 
norma.

Esto es, como se expuso en la primera parte del voto, la sesión extraordinaria 
que dio origen a la designación de integrantes del OJI, deben surtir efectos 
provisionales hasta en tanto no se declare su nulidad, por ello, deben revisarse 
los hechos a la luz de las pruebas que se aporten primero para anular los 
efectos publicitarios del acto y después para revisar su legalidad en lo 
sustancial.

Con apego a lo expuesto y desde mi perspectiva jurídica, si se va a revisar la 
incompetencia de origen del OJI, en primer lugar, se debe probar que las 
notificaciones del acto son ilegales, para luego con las pruebas de su presunta 
ilegalidad se resuelva lo conducente, sin embargo, no existen las primeras y 
el fallo no se pronuncia al respecto, de ahí que se concluya que sobre los actos 
de publicidad no hay valoración probatoria alguna que acredite que eran 
ilegales.

CUARTO. También difiero respecto a que con la declaración que se hace 
sobre el OJI, no se instruya la conformación de uno que se apegue a la 
normativa partidaria.

Resulta que el fallo aprobado por la mayoría concluye que el OJI, no se 
conformó de forma legal, por lo que se declaró la nulidad de este 
procedimiento, pero, no queda claro lo que sucederá, pues no se ordena la 
conformación de otro órgano.

Esta situación es determinante ya que existen dos quejas partidarias que están 
presentadas y que se ordenaron reponer por el fallo local y siguen sin 
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instruirse, ahora, por la inexistencia del órgano encargado de esto y la falta de 
implementación de uno nuevo.

Advierto que en este sumario se presentó un escrito de amicus curiae signado 
por integrantes de un OJI diverso al de 2025, sin embargo, al desconocerse la 
forma en que se integró y quién los eligió, no me puedo pronunciar sobre su 
legalidad.

Por ello, aunque me aparto de las consideraciones citadas, ello no impide el 
destacar que se debe ordenar al partido que convoque a la conformación de 
otro órgano de justicia intrapartidaria para revisar las quejas en instrucción.

A lo dicho, no es impedimento que en el fallo mayoritario se dejen a salvo los 
derechos de la parte denunciante, pues con eso, no se garantiza el acceso a la 
justicia en los términos constitucionales y se violentan las prerrogativas 
procesales de la parte denunciante que no se vinculan con la integración del 
resolutor partidario.

Por ello, estimo que, si se propone anular la conformación del órgano de 
justicia al interior del partido, se debe garantizar que opere de forma completa 
y correcta con los órganos internos que son necesarios para desempeñar su 
encomienda, siendo el caso, resolver los conflictos intrapartidarios27.

QUINTO. Respecto a las consideraciones del fallo que ordenan al tribunal 
revisar las dos asambleas (septiembre y octubre de 2025) tampoco lo 
comparto.

Ello, toda vez que se está dejando de atender a que los actos que se piden 
revisar se celebraron por personas que en su momento pueden ser destituidas, 
implicaría que los actos en los que participaron estén viciados por la nulidad 
relativa.

La nulidad relativa se configura cuando el acto jurídico presenta vicios como 
la incapacidad de los directivos que celebraron las asambleas que no se han 
convalidado de forma alguna.

Por ende, sus efectos se generan de manera provisional, hasta en tanto no haya 
nulidad declarada por resolución judicial; pero luego de determinar que la 
destitución es legal, implicaría que los actos posteriormente celebrados están 
imbuidos de nulidad relativa.

Así, una vez dictada la sentencia, los efectos del acto que nació defectuoso 
cambian para ser anulados, lo que provoca que se destruyan retroactivamente, 
al carecer los suscribientes de las atribuciones y representación necesarias 
para tomar estas determinaciones a nombre del CDE, operando así el efecto 
ex tunc (desde siempre/retroactivo). 

27 Al caso resulta aplicable por analogía la previsto en la jurisprudencia 41/2016 de rubro 
“PARTIDOS POLÍTICOS. DEBEN IMPLEMENTAR MECANISMOS PARA LA 
SOLUCIÓN DE SUS CONFLICTOS INTERNOS, CUANDO EN LA NORMATIVA 
PARTIDARIA NO SE PREVEA ESPECÍFICAMENTE UN MEDIO IMPUGNATIVO.” 
Consultable en: https://www.te.gob.mx/ius2021/#/41-2016 

https://www.te.gob.mx/iuse_old2025/media/compilacion/compilacion2.htm#J_41_2016
https://www.te.gob.mx/iuse_old2025/media/compilacion/compilacion2.htm#J_41_2016
https://www.te.gob.mx/iuse_old2025/media/compilacion/compilacion2.htm#J_41_2016
https://www.te.gob.mx/ius2021/#/41-2016
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Por ello, si bien se revisarán las citadas asambleas por decisión mayoritaria, 
lo cierto es que la declaración que se haga de ellas, no tendrá efectos 
definitivos para compurgar la nulidad relativa con la que puedan estar 
viciados, de ahí que, lo que sobre ellas se diga, sigue siendo causahabiente de 
lo que las quejas partidarias determinen, y si estas confirman (con resolución 
ejecutoriada) que opera la destitución de las personas procesadas, lo actos 
celebrados por los denunciados estarán viciados de nulidad relativa.

En suma, resultaría más benéfico para la resolución del conflicto que se 
integre el OJI, que resuelva las quejas y éstas se revisen para alcanzar la 
calidad de cosa juzgada, para así saber si hay una nulidad relativa que afectó 
a los actos posteriores y deben anularse para retrotraerlos hasta antes de su 
celebración.

Por lo expuesto y fundado, emito VOTO PARTICULAR.

SERGIO ARTURO GUERRERO OLVERA
MAGISTRADO ELECTORAL

Se hace del conocimiento a las partes y personas interesadas que la 

sesión donde se aprobó la presente sentencia se puede consultar en:
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Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma 
electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, 
resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, 
sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia 
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Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 2/2023, por el que se 
regulan las sesiones presenciales de las Salas del Tribunal y el uso de 
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